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Resumen: Este texto explora el equilibrio de poderes en la República del 

Ecuador analizado a través del Social Network Analysis (SNA). Se sos-

tiene que los lazos formales e informales entre los actores del sistema 

político pueden ser afectados como resultado de una acción de mejora 

dentro de una parte del Estado. El artículo relata tres elementos esencia-

les: el aparato teórico del equilibrio de poder en el Estado, un resumen de 

las acciones de reforma en el sistema judicial ecuatoriano, y un contraste 

analítico entre los modelos de gobernanza del Estado ecuatoriano después 

de la reforma de la judicatura, realizada entre el 2010 y el 2014. Para esto, 

se propone comparar los modelos de balance de poder mediante un soft-

ware de análisis de red social, del que se obtienen una serie de estadísticas 

que mostrarían la posibilidad de cambios en las capacidades de rendición 

de cuentas horizontal del Poder Judicial. Los datos obtenidos muestran 

una evidencia base de que pequeños cambios en la trama de relaciones 

gubernamentales tienen amplias consecuencias cuantitativas en el equili-

brio de poderes, y se muestran como heurísticas de cambios en la diná-

mica del poder político. Se concluye indicando que las reformas del sis-

tema judicial han creado un sistema más eficiente pero la centralidad del 

poder, de acuerdo a los datos obtenidos, pueden generar efectos no desea-

dos en la administración pública y en la estructura de control del poder 

del Estado.  
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Abstract: This text explores the balance of powers in the Republic of Ec-

uador through Social Network Analysis (SNA). It argues that formal and 

informal ties among political system’s actors can be affected as a result 

of an improvement action within a part of the State. The Article recounts 

three essential elements: the theoretical apparatus of the balance of 

power in the State, a summary of the reform actions in the Ecuadorian 

juridical system, and an analytical contrast between governance models 

of the Ecuadorian State after the reform of the judiciary, conducted be-

tween 2010 and 2014. For this purpose, a comparison of the models of 

balance by using social network analysis is proposed; thereof a series of 

statistics that will show the possibility of changes in the capabilities of 

horizontal accountability of the Judiciary are obtained.  This data show 

an evidence base that small changes in the fabric of government relations 

have extensive quantitative consequences on the balance of powers, and 

appear as heuristics of change in the dynamics of political power. It con-

cludes indicating that reforms of the judicial system have created a more 

efficient system but, according to the obtained data, centrality of power 

can generate unwanted effects in public administration and in the struc-

ture of power control of the State. 
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I. INTRODUCCIÓN1 

Según la teoría moderna del Estado, el sistema judicial es el 

artefacto encargado de la gestión de los conflictos. La Judicatura 

tiene la misión de mantener los intereses sociales organizados en 

torno a ideas base (imparcialidad, accesibilidad, racionalidad) que 

sostienen la legitimidad total del tejido social (Alarcón Requejo, 

2007, pág. 143). En particular, la judicatura es un mecanismo de 

accountability horizontal, ya que jueces profesionales, indepen-

dientes y con medios, pueden lograr controlar los excesos del resto 

de ramas del Estado (O’Donnell, 1998, pág. 38). Desgraciada-

mente, las administraciones de justicia latinoamericanas adolecen 

de fuertes limitaciones administrativas y falta de voluntad política 

para enfrentar temas como la impunidad o la corrupción a pesar de 

sucesivas esfuerzos por parte de la administración (Hammergren, 

2008, pág. 103).  

La existencia de esta tensión y la ausencia de respuestas son 

una constante en la América Hispana. Es por esto que la mejora de 

ese sector es una necesidad estratégica para cualquier Estado: todos 

los países de la región han pasado por un claro reformismo judicial 

(Pásara, 2012, pág. 2). Estas acciones son vistas como el camino 

para que los Estados puedan tender un puente entre su actividad y 

las necesidades ciudadanas, a través de una legislación y una prác-

tica jurídica transparente que asegure el Estado de Derecho 

(Biebesheimer y Mejía, 2000, pág. 9).  

Debajo de superficie de la actividad administrativa, un Go-

bierno que asuma el reto de reparar el sistema judicial, podría tomar 

dos opciones: mantener la situación el sistema y respetar sus límites 

normativos, o aprovechar el espacio de mejora como una ventana 

                                                 
1 Este artículo es producto de la ponencia del mismo título, realizada en el XII 

Congreso de la Asociación Española de Ciencia Política, realizado en Euskal 

Herriko Unibertsitatea - Universidad del País Vasco del 13 a 15 de julio de 2015. 

Agradezco también las observaciones de dos lectores anónimos. 
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de oportunidad para expandir sus capacidades de acción, y “blin-

darse” judicialmente frente a presiones políticas (Finkel, 2008, 

págs. 10-14). En cualquiera de los escenarios previstos, cabe hacer 

dos interrogantes: ¿Hay algún efecto en la estructura del Estado?; 

y, de existir un efecto, ¿este aporta o disminuye la acción democrá-

tica de un gobierno? 

El presente artículo propone un análisis de la teoría de equi-

librio de poderes, centrada en la acción de juez respecto a otros po-

deres del Estado y en el caso de reforma del sistema judicial. Lo 

que se hará es mediar la situación de los “poderes del Estado” post 

reforma mediante el análisis de redes sociales (social network 

analysis o SNA), para comprobar si las supuestas “mejoras” reper-

cuten en el balance entre los diferentes poderes del Estado, y evi-

denciar si hay una situación final equilibrada, o si existe algún 

efecto que lleva al debilitamiento de otros actores del sistema.  

Este texto se dividirá en cuatro partes: En primer lugar se hará 

un acercamiento al equilibrio de poderes, para explicar cuáles son 

las características de la afectación de ese principio; en segundo lu-

gar se explicará la metodología propuesta, para descender al caso 

en concreto. Finalmente, y a partir de los datos obtenidos, se expli-

cará los alcances del concepto en el caso de una reforma judicial. 

 

 

II. EQUILIBRIO DE PODERES COMO CARACTERÍSTICA 

DENTRO DEL ESTADO CONSTITUCIONAL 

El primer concepto2 a desentrañar es el de “división de pode-

res” y como este se relaciona con la idea de “equilibrio”. Desde el 

momento de la creación del Estado Nación, la idea de que el poder 

no debe concentrarse en una sola persona, ha sido la preocupación 

principal del diseño institucional del Estado. Al respecto, la teoría 

                                                 
2 Los conceptos “perfilan las observaciones de forma selectiva, les adjudican una 

perspectiva específica, subyaciéndoles un esquema de orden y vinculándolas con 

teorías de su explicación e interpretación” (Nohlen, 2008, pág. 9) 
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política propone una serie de soluciones. Montesquieu (1997) plan-

tea un sistema de dos “poderes”, Ejecutivo y Legislativo, encade-

nados por el poder de veto mutuo. En el caso americano James Ma-

dison (1778), acepta la división de las actividades de poder y admi-

nistración del Estado entre varios estamentos como medio para que 

la desconfianza y competencia mutua entre actores sea un medio 

para que el poder de imperium se encuentre limitado. Esta idea se 

encuentra integrada plenamente en el derecho constitucional mo-

derno y en la ciencia política, y ha demostrado su utilidad como 

medio de contar con un sistema que no exceda sus funciones y con-

culque los derechos ciudadanos. 

En este punto, se debe distinguir los conceptos de división de 

poderes y del equilibrio entre ellos. Aunque ambos tienen por ob-

jeto promover el Estado de Derecho, preservar los derechos ciuda-

danos, y hacer una actividad gubernamental más legítima, hay una 

serie de variables que los diferencian.  

La división de poderes es una categoría que establece institu-

ciones separadas con competencias definidas. Al respecto Tocque-

ville plantea que la tiranía de las grandes mayorías frente a decisio-

nes minoritarias podía evitarse con la división de la capacidad de 

decisión entre varios estamentos (2007, pág. 319). Para Locke, la 

división de poderes es una consecuencia del mandato político: los 

ciudadanos eligen representantes a los que se les confían ciertas ta-

reas. Pero puede existir un escenario de oportunismo: el represen-

tante es un humano, y por lo tanto capaz de cometer errores, dolosos 

o no. Para asumir ese hecho, se propone que el poder debe estar 

distribuido entre distintos espacios legitimados (1990, pág. 143). 

Esta construcción se perfecciona posteriormente por Duvenger: 

plantea la separación de poderes, como un dispositivo administra-

tivo que evita la imbricación y generación de lazos ilegítimos, bajo 

los siguientes principios: a) especialización funcional limitada por 

la ley, b) independencia orgánica, entre cada uno de ellos y c) con-

trol recíproco para que ninguno de los estamentos establecidos 

como “poderes” pueda afectar a los ciudadanos. 
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Esta separación tiene ventajas a nivel de sobrevivencia del 

sistema y gobernanza: aumenta la posibilidad de que exista un ma-

yor espectro político, y reduce la posibilidad de un pensamiento 

único. Por otro lado las opciones disponibles para la decisión se 

expanden, como consecuencia de la amplitud ideológica disponi-

ble. Finalmente, reduce la polarización, ya que al abrir el espectro 

en instituciones independientes, lo más probable es que haya una 

mayor cantidad de necesidades sociales escuchadas y satisfechas, 

se pueda disminuir la ocurrencia de conflictos, y no se generen po-

siciones extremas. En suma, la separación de poderes funciona que 

se autorregula con “pluralidad en las deliberaciones, simplicidad en 

la actuación y proceso en el juicio” (Sánchez Agesta, 1989, pág. 

9)3.  

Por otra parte, independientemente del diseño institucional el 

factor que complementa la idea de separación de poderes es el equi-

librio. Se define como el deber de las instituciones que son “pode-

res” en un Estado, de cumplir su responsabilidad apegados estricta-

mente a la Constitución, con un diseño legal e institucional capaz 

de que se cumpla la condición de control mutuo (Duverger, 1952, 

págs. 88-89). En este orden de cosas, el equilibrio de poderes es el 

límite a los poderes públicos que se construye con el sistema legal 

(con mecanismos de desconfianza mutua, construidos en torno a la 

rendición de cuentas, impeachment, control social, etc.) y de la 

práctica de los operadores políticos. 

                                                 
3 Ahora, al analizar el alcance de este concepto, se debe tener en cuenta que hasta 

el momento no se ha hablado de los poderes del Estado clásicos, o de una lista 

taxativa de cuáles son los poderes del Estado que deberían contarse. El modelo 

tradicional de Ejecutivo-Legislativo-Judicial, es un concepto base que es mode-

lado en los sistemas constitucionales y responde a los alcances históricos y cul-

turales de las sociedades donde operan. Esta observación es necesaria, ya que es 

imposible tomar fotos fijas de las estructuras políticas: son sistemas formados 

por personas, y construidos de forma biológica, que evolucionan de acuerdo a lo 

que sucede con la sociedad que los utiliza (Alcántara, García Montero & Sánchez 

López, 2005, pág. 24). 
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La importancia de este concepto se manifiesta en una situa-

ción hipotética de pérdida de equilibrio. Al respecto, la doctrina 

propone que para analizar la acción estatal, existen límites que se 

encuentran en las reglas mínimas de juego democrático. Esto ha 

sido propuesto por Garzón Valdés con su idea de “coto vedado” 

(1993, págs. 631-650), Bobbio y Bovero y su “territorio inviolable” 

(2005, pág. 478-479); y el modelo de “esfera de lo decidible” que 

plantea Luigi Ferrajoli (2008, pág. 337-343), del que versará la úl-

tima parte de este texto. 

Ferrajoli supone que las acciones de gobierno están basadas 

en dos cúmulos (esferas) de decisión: todo aquello que se encuentra 

en el marco de lo “decidible” y por otro lado, una serie de construc-

ciones de tipo legal que impiden a los actores políticos, inclusive 

en el escenario del uso de su poder de imperium, a que pudieran 

decidir sobre esas materias. Lo “decidible” entonces, incluye a to-

das las actividades de gobierno diario, con un amplio nivel de ges-

tión, como el presupuesto, el número y competencia de las institu-

ciones, mientras que lo “indecidible” se basaría en los derechos es-

tablecidos en la constitución, así como en las garantías establecidas 

para exigirlos (2008, págs. 337-339). 

Para esto, se propone que el poder político se encuentra dis-

tribuido uniformemente entre los diferentes estamentos identifica-

dos como “poderes” en la Constitución. En su actuar, existen temas 

que no se discuten, porque de hacerlo se rompen los diferentes al-

cances de la democracias (Ferrajoli, 2008, págs. 340-341), como 

son el núcleo duro de derechos humanos. Como alcance a esta idea, 

Bobbio plantea que hay un cúmulo de reglas mínimas para que el 

sistema se mantenga operativo, y que si una de ellas se rompe es 

manipulado, la consecuencia, es la entrada de uno de los actores 

políticos al “territorio inviolable” y en consecuencia, la posibilidad 

de excesos por parte de un actor político aumenta (Bovero, 2008, 

págs. 221-223).  
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La necesidad de este territorio inviolable, nace de la diferen-

cia básica que debería guiar a los sistemas democráticos: la vota-

ción de la “mayoría” genera un principio de aplicación, pero no un 

dominio a favor de la decisión mayoritaria. La existencia de mino-

rías, implica aceptar el pluralismo, formado por libertad subjetiva a 

nivel de las creencias personales, y otra de tipo objetivo, basada en 

posibilidades de escoger efectivamente opciones. Esto obliga al Es-

tado a actuar dentro de un margen de acción que evite que las ma-

yorías puedan afectar las opciones de acción existentes, así como 

las creencias personales (Bovero, 2008, pág. 220). Este equilibrio 

es explicado de mejor manera con el siguiente gráfico: 

 

 
Gráfico 1. Modelo teórico de equilibrio de poderes 

(1): Situación ideal y pérdida de balance 

   
Fuente: elaboración propia, en base a Ferrajoli (2008). 
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En el escenario propuesto se cuentan con tres instituciones en 

una constitución que las propone como “poderes” del Estado. Cada 

una de ella cuenta con competencias y poder simétrico, controladas 

entre sí por una serie de mecanismos de control y rendición de cuen-

tas (c1-c6). Las reglas de procedimiento constitucional en este mo-

delo hacen que se generen condiciones preliminares para el recono-

cimiento de derechos, ya que todo el territorio determinado por sus 

competencias (el espacio dentro de los círculos, que representan el 

campo de acción permitido por la norma), limita la acción de las 

instituciones y sus operadores, y no sale de los canales establecidos. 

El problema surge cuando una de las instituciones (en este 

caso, “b”) empieza a actuar dentro de esa zona no decidible, como 

por ejemplo el papel de los jueces, o la idea de la misma división 

de poder. Cualquier acción dentro de este espacio, hace que a) au-

mente el poder fáctico de la institución, cosa que en la situación “b” 

se muestra con la expansión de la esfera de aquello legítimo de de-

cidir. b) si aumenta el campo de acción, los controles se reducen, o 

se limitan, ya que se convierten en recursos puramente formales, 

que no lograrían corregir la presión de un actor empoderado.  

La situación probable a partir de lo anterior es una cooptación 

o colonización de las instituciones por parte del dominante, ya sea 

por medios ideológicos o administrativos. Los actores políticos se 

verían sobrepasados por la capacidad de decisión en temas críticos, 

al no tener una discusión plural dentro de un gobierno. Finalmente, 

los controles no serían transparentes al encontrarse dentro de la ac-

ción mayoritaria del estamento dominante, y en consecuencia, se 

perdería el equilibrio de poderes. Esto puede verse en el siguiente 

gráfico, donde la esfera de los decidible del actor “b” se expande, 

incluyendo temas que no se incluían en su horizonte de decisiones 

y absorbiendo las decisiones de otros poderes: 
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Gráfico 2. Modelo Teórico de equilibrio de poderes (1): Cooptación 

 
Fuente: elaboración propia, en base a Ferrajoli (2008). 

 

Debe tenerse en cuenta que en ningún momento hay una vio-

lación a las normas constitucionales. Legalmente, las instituciones 

existen y hay una posibilidad de que existan controles a la acción 

de los estamentos. Lo sucedido es una absorción de la esfera por 

parte de la institución dominante “b”, dada el aumento de su poder 

fáctico, al ser capaz de tratar con elementos que rompen la natura-

leza del sistema democrático. Para que esto suceda sin una ruptura 

de la popularidad de un actor político, sería necesaria una alta legi-

timidad que asegure la existencia de una dominación mayoritaria y 

la inexistencia de controles horizontales4.  

 

                                                 
4 Como una sugerencia para otras vetas de investigación, este caso hipotético se 

ajusta en la idea democracia delegativa, planteado por Guillermo O’Donnell en 

los años 90 (1992, págs. 25-40). Se supone una la alta popularidad presidencial 

que genera un discurso mayoritario que afecta al pluralismo, y pone a quienes no 

están dentro de él, en un asimetría en cuanto su acceso a derechos. 
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III. LA JUDICATURA COMO ACTOR CONTRA MAYORITA-

RIO EN EL EQUILIBRIO DE PODERES 

Para evitar situaciones como la descrita más arriba, la exis-

tencia de un poder contra mayoritario es imprescindible5, y este 

debe ser fundamentalmente jurídico. El Derecho no puede ser sola-

mente fundamento de la acción decisoria del poder público, sino 

que debe proteger los valores que sostienen intrínsecamente el sis-

tema democrático. El ordenamiento jurídico no sólo ordena la con-

ducta humana de los detentadores del poder, sino que la limita, y 

per se es una negación del poder absoluto (Ferrajoli, 1999, págs. 

64-65). De vuelta al caso explicado más arriba, cuando se afecta la 

esfera de los indecidible (por ej. en la regulación de las libertades 

básicas), el papel de los jueces es vital. En ese escenario el Juez no 

debería sino decidir cualquier controversia de forma imparcial; y 

muchas veces debería decidir en contra de la mayoría, para proteger 

los derechos en primer lugar y la Ley como elemento de estructura 

(Nino, 1992, pág. 306).  

Si los jueces tienen esa capacidad, ¿qué les motiva a tomar 

sus decisiones de forma independiente? Al respecto, hay dos res-

puestas. En primer lugar se sostiene que los jueces toman decisio-

nes basadas en los incentivos económicos o sociales que pudieran 

obtener de una decisión judicial, por lo que al decidir correcta-

mente, las condiciones de prestigio, autoridad y reconocimiento por 

parte de sus pares y la sociedad se ven potenciadas; y en consecuen-

cia, fallarían de forma imparcial (Basabe Serrano, 2011, pág. 31). 

El otro extremo es planteado por Ferrajoli: si la democracia es un 

mecanismo basado en la regla de mayoría, es posible que esa misma 

mayoría utilice el sistema jurídico para imponer su criterio a las 

minorías (1999, pág. 70). Para afrontar ese escenario, el sistema 

                                                 
5 El riesgo surge, tanto en los gobiernos parlamentarios como presidencialistas, 

de que el Ejecutivo y el Legislativo generen procesos de imbricación, o que, la 

existencia de externalidades lleve a que las instituciones se enfrenten (Brennan y 

Hamlin, 1994) 
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constitucional otorga capacidades al juez para actuar con libertad 

en la aplicación del sistema jurídico, defender a las minorías, y ha-

cer que el Estado obedezca en una posición de igualdad a su deci-

sión.  

Para esto, el juez utiliza el concepto anterior (la esfera de lo 

decidible o indecidible), como una forma de actuación y una herra-

mienta de imposición de límites al Estado. Al construir un núcleo 

duro de derechos, se genera una zona de exclusión de la capacidad 

de imperium, y se asegura que los ciudadanos que no compartan el 

cúmulo de creencias de la opción mayoritaria ejerzan sus derechos 

de forma adecuada6. Esto se extiende en el mismo orden de razona-

miento a las instituciones que conforman los “poderes” del Estado. 

El juez, blindado gracias al diseño institucional podría equilibrar 

las distorsiones en la relación de poderes del Estado, mediante su 

actividad jurisdiccional, y al mismo tiempo resolver los conflictos 

entre instituciones. 

 

 

IV. ANÁLISIS DE REDES SOCIALES COMO HERRAMIENTA 

DE EVIDENCIA EMPÍRICA DE EQUILIBRIO DE PODERES 

Para explicar este último punto, el presente texto propone uti-

lizar un análisis de redes sociales, que servirá para constatar cómo 

se construyen las relaciones de poder en el Ecuador, en torno a una 

red de instituciones y si estas se encuentran equilibradas dentro del 

sistema jurídico, respecto a la Judicatura. 

En relación a esto, las relaciones legales y políticas, están 

construidas en redes por ser sistemas complejos. La existencia hu-

                                                 
6 Carlos Villán Durán manifiesta «que existen ciertos derechos fundamentales 

que constituyen un “núcleo duro” inderogable bajo cualquier circunstancia o ex-

cepción, que están protegidos por normas imperativas del DIDH (normas de ius 

cogens) que generan para los Estados obligaciones erga omnes cuya violación en 

gran escala haría incurrir al Estado infractor en un crimen internacional” (Villán 

Durán, 2002, págs. 90-91). 
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mana se basa en mecanismos de interconexión entre diferentes ac-

tores sociales, que pueden analizarse y medirse en función de esta 

estructura (Sterman, 2001, págs. 9-10). Esta idea no es nueva: la 

sociología afirma la posibilidad de formalizar el estudio de los con-

glomerados sociales, con la recolección y procesamiento de infor-

mación las relaciones sostenidas entre individuos (Simmel, 1955). 

En este orden de cosas la red, en términos simples, es un espacio 

formado por puntos discretos (nudos), vinculados por líneas de re-

lación. (Carrington y Scott, 2011, pág. 4).  

Volviendo a la Judicatura, dado que son entes sociales, su 

comportamiento no sólo depende de su decisión racional, sino 

desde la proyección o consecuencia de las mismas (Simmel, 1955, 

págs. 163 y ss), enm particular, su situación dentro del sistema ins-

titucional del Estado. El análisis de la red social generado debería 

poder visualizar y medir el alcance de estas relaciones. Este sistema 

se puede representar de varias maneras, siendo la más simple gene-

rar un sistema de nodos (las personas o instituciones que actúan 

dentro del sistema), y las aristas, que son las relaciones existentes 

entre actores. A partir de ese procedimiento, se pueden hacer una 

serie de mediciones, que son la base más importante para este tra-

bajo.  

En tal razón, se hará una representación vía red de las rela-

ciones entre los diferentes “poderes” del Estado, contenidos en el 

caso ecuatoriano, de acuerdo a los establecido en el texto constitu-

cional. En segundo lugar se construiría la red política, basada en las 

relaciones existentes entre los diferentes actores que se encuentran 

dentro de la red legal. Una vez realizado este mecanismo, se haría 

una comparación de índole cuantitativa en relación a la fluidez, cen-

tralidad, y densidad de la red, que mostrarán las diferencias entre 

ambas. Si algún actor logró mantener su influencia, debería mani-

festarse en el aumento de su centralidad, y la reducción de lazos de 

control con otros actores. De no haber este equilibrio, lo más pro-

bable es que la red cambie de manera dramática y apreciable. En el 
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caso ecuatoriano se hará una comparación dentro de la red de “po-

deres del Estado”, con interés en el Ejecutivo y el Poder Judicial7. 

Todo este proceso puede explicarse mediante el siguiente gráfico: 

 
Gráfico 3. Metodología de análisis 

 
Fuente: Elaboración propia. 

 

En las siguientes páginas, el caso de estudio será analizado a 

través de los datos disponibles y con la metodología del análisis de 

redes sociales. 

 

 

                                                 
7 Al respecto, se plantea que la teoría de redes “tal vez ayude a salvar las diferen-

cias entre las teorías de toma de decisiones institucionalista conductual, estraté-

gica e histórica” (Katz y Stafford, 2010, pág. 460). 
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V. CASO DE ESTUDIO: ESQUEMA DE GOBERNANZA EN LA 

REPÚBLICA DEL ECUADOR (2007-2014) 

Para poder explicar el equilibrio de poderes, se va a utilizar 

como espacio de análisis los cambios sucedidos en la reforma judi-

cial ecuatoriana, entre el año 2007 y el 2014. Antes de esa fecha, el 

sistema judicial fue parte del impulso reformista regional, basado 

en el paradigma de las reformas de segunda generación (Sousa, 

2007). En el caso ecuatoriano ese esfuerzo había tenido resultados 

parciales y en ciertas áreas, sin poder observarse un aumento real 

en la administración judicial: los jueces actuaban con lentitud, con-

taban con graves limitaciones administrativas, logísticas y operati-

vas, sin incentivos para su labor, y una alta vulnerabilidad frente a 

los poderes fácticos. Esto hizo que su labor esté signada por el 

riesgo de corrupción, la impunidad y la falta de independencia, con 

la consecuencia de fomentar alta inestabilidad en los sistemas ad-

ministrativos y políticos (Basabe Serrano, 2011, pág. 163).  

De hecho, la crisis judicial fue un motor para la inestabilidad 

de la democracia ecuatoriana en la última década. En el año 2005, 

el reemplazo ilegal y arbitrario de los jueces de la Corte Suprema 

generó una profunda fractura de legitimidad resuelta con su salida 

en abril de 20058. Ese cambio presidencial fue el último acto de una 

crisis política iniciada en el año 1997, que debilito la estructura del 

aparato estatal, y aumentó su reputación de país “ingobernable” 

(Bustamante, 1997, págs. 53-54).  

En el año 2007, esta crisis cruza con el ascenso de una fuerza 

política inédita en el país: Alianza País (en adelante AP) y su líder, 

Rafael Correa Delgado, que ofrecía una profunda renovación de-

mocrática en el país, la eliminación de los privilegios de la clase 

                                                 
8 Este hecho se puede evidenciar en los siguientes casos del sistema interameri-

cano de protección de DD.HH.: Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y 

otros) vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sen-

tencia de 23-VIII-2013. Serie C n° 266; Corte IDH. Caso del Tribunal Constitu-

cional (Camba Campos y otros) vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 28-VIII-2013. Serie C n° 268. 
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política, la redistribución de las riquezas del país y el aumento de 

la calidad de vida de la población (Escorsa, 2007, pág. 27). Esta 

propuesta fue aceptada positivamente, y desde el 17 de enero de 

2007, Ecuador es testigo, a decir del régimen, de uno de los proce-

sos más profundos de reforma del Estado hechos en la historia del 

Ecuador (Senplades9, 2013, pág. 47). La transformación se encuen-

tra sostenida por la Constitución aprobada el año 2008. Esta norma 

cuenta con el catálogo de derechos más amplio de la historia ecua-

toriana: establece al Ecuador como un Estado constitucional “de 

derechos y justicia” (art. 1) y propone el acceso judicial como una 

obligación estatal (art. 75). En el año 2011, se realizó una consulta 

popular, que planteó un cambio en la estructura del órgano de go-

bierno del sistema judicial (el Consejo de la Judicatura), para la en-

trada de otro organismo transitorio, con un mandato limitado de re-

formar y renovar el aparato judicial en un lapso de 18 meses10. En 

2013, después de ese plazo, se puso en operación la voluntad sobe-

rana realizada en la consulta popular, con el nombramiento de un 

Consejo de la Judicatura estable, elegido mediante ternas sometidas 

a control por organizaciones sociales.  

Este proceso ha realizado avances innegables en varias áreas 

de la administración judicial: tecnología, equipamiento, edificacio-

nes, etc. (Senplades, 2013, págs. 201-203); en contraste, un sector 

de la academia opina que el proceso aumentó las capacidades de 

cooptación por parte del Poder Ejecutivo (Pásara, 2014, pág. 92-

95). Al respecto, el mismo régimen afirma que se ha hecho lo ne-

cesario para cambiar el país, en manos de “poderes fácticos” (Sen-

plades, 2013, pág. 80) que representan a grupos de interés econó-

mico, amplificados por medios de comunicación11, y que la acción 

                                                 
9 Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo. 
10 Véase Resolución del Consejo Nacional Electoral N° 00, publicada en Registro 

Oficial Suplemento 490 de 13-VII-2011. 
11 “Muchas veces los negocios dedicados a la comunicación además de formar 

monopolios y oligopolios de propiedad familiar, se encontraban íntimamente con 

otros intereses empresariales distintos a los de la comunicación” (Correa, 2013). 
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del gobierno, especialmente en el tema judicial, está garantizada 

gracias a la construcción de un sistema de justicia eficiente y mo-

derno (Senplades, 2013, pág. 202). 

En suma, la situación ecuatoriana puede resumirse en los si-

guiente puntos: a) una crisis previa al año 2007, afectó de forma 

sistémica a la democracia ecuatoriana, tanto a nivel político como 

judicial; b) la entrada de un actor con una plataforma política sig-

nada en el cambio radical de las estructuras sociales12; c) la apro-

bación de una Constitución como mecanismo de cambio de la ad-

ministración; d) una reforma realizada con amplios niveles de legi-

timidad y d) críticas centradas en un supuesto acaparamiento del 

poder por parte del Ejecutivo y una consecuente pérdida de liberta-

des por parte de la judicatura13. 

La dificultad surge cuando no existe evidencia empírica que 

pueda demostrar que estas críticas son de tipo político, o si existen 

datos medibles que den fe de una captura, colonización o coopta-

ción del sistema judicial por parte del Ejecutivo. Inclusive, si fuera 

así, no fuera una situación extraña: el sistema judicial ecuatoriano 

ha sido tradicionalmente débil, ya que el Ejecutivo o el Legislativo 

ecuatoriano han utilizado como ariete el sistema judicial (Paez, 

2013: 9). En tal razón, se podría suponer que no se ha dado ningún 

cambio en la tendencia histórica. Toda esta dinámica obliga a la 

academia a analizar esta situación de forma que se supere el sesgo 

                                                 
12 Esta tensión cruza con el ascenso de varios liderazgos carismáticos en el con-

tinente, con fuerte legitimidad electoral, y que se encuentran en amplios procesos 

de renovación del Estado. Son calificados por la doctrina como una oportunidad 

histórica para el acceso al poder de mayorías históricamente relegadas (Sader, 

2008, págs. 42-43). 
13 La consecuencia de esta pérdida de prerrogativas, serían modelos disminuidos 

de democracia, de tipo autoritario competitivo (De la Torre, 2013, pág. 13) o 

delegativo (Arias Núñez, 2015, pág. 22). Una de las críticas principales de a estos 

procesos políticos es su tendencia a la toma de instituciones o ruptura de la divi-

sión de poderes. En acciones de esta naturaleza se utiliza al poder judicial como 

una herramienta de poder, que limita la garantía de derechos a quienes no com-

parten un discurso dominante. 
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retrospectivo14, que genera la posición política de cada observador. 

En las siguientes páginas se hará una comparación de las estructu-

ras creadas y se buscará conocer si el factor de centralidad del poder 

es medible o no. Los datos disponibles en el presente caso muestran 

que hay que hacer una separación entre el diseño institucional su-

puesto en la constitución y la realidad de la relación política.  

 

V.1. Red constitucional ecuatoriana: esquema de pesos y contra-

pesos 

Sobre la red legal en el caso ecuatoriano, se debe tener en 

cuenta que se acepta la existencia de cinco poderes del Estado: Eje-

cutivo, Legislativo, Judicial, de Participación Ciudadana y Control 

Social, y Electoral, con un complicado juego de pesos y contrape-

sos (Ávila Santamaría, 2011, págs. 115-116). Al levantar las com-

petencias constitucionales y la relación entre el poder Legislativo y 

Ejecutivo, se llega a la siguiente red. En esta oportunidad se utili-

zará el software libre Gephi, de uso abierto, diseñado para la cons-

trucción de las redes sociales. Este software tiene la ventaja de ha-

cer mediciones basadas en algoritmos probados para el análisis de 

redes sociales, tanto en las ciencias exactas, como en ciencias so-

ciales (Bastian, Heymann, y Jacomy, pág. 2009).  

La primera red está construida en torno a las relaciones de 

control existentes entre los diferentes poderes del Estado, de 

acuerdo a lo previsto en la norma constitucional15. Esta red sólo 

toma en cuenta las autoridades previstas en la Constitución, y no 

                                                 
14 El sesgo o distorsión retrospectiva es la tendencia de los individuos con cono-

cimientos de resultado (retrospectiva) a exagerar su capacidad de predecir la 

inevitabilidad del resultado de un evento, de manera que la gente sobrestima 

tanto la probabilidad de los resultados conocidos y la capacidad de prever el re-

sultado. (Stallard y Worthington, 1998: 672) 
15 En particular, se analizaron los arts. 128-132 (relativos a la Asamblea Nacio-

nal), 147 (relativo al Ejecutivo), 179-188, relativo a la Función Judicial, 207 y 

ss. (Consejo de Participación Ciudadana y Control Social), y 218 (Consejo Na-

cional Electoral). 
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toma en cuenta los funcionarios “de control” que se prevén como 

instancias de control horizontal del poder; esto se realiza con el fin 

de dar más claridad a la red. 
 

Gráfico 4. “Red institucional” de equilibrio de poderes en la Constitución 2008 

 
Base: Constitución del Ecuador, Código Orgánico de la Función Judicial, 

simulado en Gephi, bajo algoritmo Fruchterman-Reingold 

 

En primer lugar existe una red compacta que establece lazos 

entre todos sus integrantes, pero que tiene una serie de particulari-

dades: 

a) Existen diferentes tipos de control dentro de la división de 

poderes, que actúan como mecanismos de control horizontal: unas 

de índole constitucional extraordinario constantes en la constitu-

ción y sujetadas a causas establecidas de forma taxativa: el meca-

nismo de doble disolución de Ejecutivo y Asamblea (“muerte cru-

zada”), el sistema de juicio político clásico (impeachment) de la 

Asamblea a los diferentes organismos del sistema, la destitución al 

Presidente por cláusulas taxativas. Además hay otras de índole per-

manente: el control judicial de la actividad dentro del sistema por 

parte de la Corte Nacional de Justicia, y la actividad indirecta del 
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CPCCS en torno al trabajo de los organismos de control; así como 

de tipo electoral-político, relativos a la colocación de candidatos 

para la ocupación de cargos, y el control electoral. Estas actividades 

forman un entramado que puede explicarse mejor en esta tabla: 
 

Tabla 1. Controles internos en el gobierno, con énfasis en la Función Judicial 

Mecanismo 

de control de 

gobierno 

Institucion 

de origen 

Instituciones de destino Referencia 

consitucional 

Muerte  

cruzada  

Ejecutivo  Legislativo  Art. 148 

Juicio político Legislativo Ejecutivo, Legislativo, Con-

sejo Nacional de la judicatura, 

Consejo Nacional Electoral, 

CPCCS 

Art. 120, 

núm. 9, 

art. 131 

Destitución Legislativo Ejecutivo, ministros, Procura-

dor General del Estado, Con-

tralor General del Estado, Fis-

cal General del Estado, De-

fensor del Pueblo, Defensor 

Púb. General, Superintenden-

cias, miembros del Consejo 

Nac. Electoral, Tribunal Con-

tencioso Electoral, Consejo de 

la Judicatura y Consejo de 

Participación Ciudadana y 

Control Social 

Art. 167, 

núm. 5  

(Ejecutivo) 

 

Art. 131 

(resto de au-

toridades) 

Control  

judicial 

Corte Na-

cional de 

Justicia 

Ejecutivo, Legislativo, Con-

sejo de la Judicatura, Consejo 

Nac. Electoral, CPCCS 

Arts. 178, 

182, 184 

Control  

administrativo 

Consejo 

Nac. de la 

Judicatura 

Corte Nacional de Justicia Arts. 179, 

180 y 181 

Influencia en el 

nombramiento 

Ejecutivo Consejo de la Judicatura Art. 180 

Control indirecto 

con instituciones 

de control 

CPCCS Ejecutivo, Legislativo, Con-

sejo de la Judicatura, Consejo 

Nacional Electoral, CPCCS 

Arts. 208, 

209 y 210 

Fuente: Elaboración propia, a partir de Constitución del Ecuador 2008. 
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b) El control existente entre funcionarios no está centrado en 

el Ejecutivo ni en el Legislativo, sino que hay una mayor capacidad 

de judicialización y control social de la actividad de los poderes 

públicos. Esto responde a la dirección que estaba prevista en la 

Constitución que se establece como “garantista” que obliga que 

existan mecanismos judicialmente previstos para el control del po-

der público (Ávila Santamaría, 2011, pág. 203). En esta teoría, el 

juez puede interpretar la constitución de forma directa en cualquier 

instancia, y que cuenta con un tribunal de cierre de tipo constitucio-

nal. En segundo lugar, hace que cualquier juez pueda interpretar en 

sentido de principios el sistema legal, corrigiendo de forma evi-

dente las fallas o zonas grises existentes en la norma (Zagrebelsky, 

1997, págs. 95 y ss.). Esto, sumado a la capacidad de los organis-

mos de control para actuar como frenos al poder público, muestra 

un espíritu de la ley que potencia la rendición de cuentas horizontal 

(Senplades, 2009, pág. 305). 

c) En segundo lugar se divide el sistema judicial, entre el or-

ganismo de administración del sistema (Consejo de la Judicatura) y 

el de decisión máxima del sistema (Corte Nacional de Justicia). 

Este principio nace desde 1992, y está basado en la necesidad de 

contar con agencias independientes que eviten la imbricación de la 

actividad administrativa en la decisión cotidiana de los jueces 

(Sousa, 2007). 

d) Existen una serie de datos que son de utilidad en el presente 

análisis: hay una primacía del control judicial, seguido por el con-

trol horizontal a través de las autoridades nombradas por el CPCCS, 

que suman entre ambos el 33% de las conexiones disponibles en la 

red. Por otro lado, los organismos más controlados son el Poder 

Ejecutivo, el Legislativo y el Consejo de la Judicatura, que suman 

el 50% de los controles levantados. Esto se debe a que el CPCCS 

depende de la legitimidad de sus comisionados elegidos por parte 

de las instituciones ciudadanas y a través de un concurso público 

de merecimientos (cfr. Constitución, art. 207). 
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e) En conclusión, la red construida por el sistema constitucio-

nal es sólida, y su diseño institucional asegura que los poderes or-

ganizados se encuentren equilibrados, ya que mantienen espacios 

entre sí capaces de controlar, en circunstancias ideales, las compe-

tencias de otro. Por otro lado, el espíritu de la Constitución hace 

que del juez tenga una amplia capacidad de influencia, al punto de 

ser capaz de introducirse en la esfera pública. Debe notarse que la 

Corte Nacional de Justicia no es controlada de forma directa en este 

esquema, sino que está prevista como instancia de control horizon-

tal, con lo que existe garantía teórica de independencia. 

 

V.2. “Red Política” ecuatoriana: modificación de controles a par-

tir de la reforma judicial 

Después de la Consulta Popular del año 2011, se dieron una 

serie de fenómenos dentro del sistema de administración de justicia, 

que deben ser explicados antes de pasar a la construcción de la red 

actual. Desde el Ejecutivo, se planteó como parte de la política pú-

blica y una necesidad de desarrollo el aumento de la capacidad re-

gulatoria del Estado (Senplades, 2013, pág. 355). Esto significa de-

volver al Estado la capacidad de control del sistema social, y poder 

generar una mayor concreción de los objetivos nacionales a todo 

nivel. En sentido práctico, esto significa un esfuerzo de contar con 

vasos comunicantes de alto perfil entre las funciones del Estado, 

bajo la idea de una “coordinación” de poderes centralizada16. En 

este orden de cosas, el Consejo de Judicatura de la Transición fue 

formado por funcionarios que habían sido actores de alto perfil en 

                                                 
16 “El Presidente de la República no es solo jefe del Poder Ejecutivo; es jefe de 

todo el Estado ecuatoriano y el Estado ecuatoriano es el Poder Ejecutivo, Poder 

Legislativo, Poder Judicial, Poder Electoral, Poder de transparencias y control 

social, superintendencias, procuradurías, Contraloría; todo eso es Estado ecuato-

riano” Enlace Ciudadano n° 245, desde Pillaro, 12-XI-2011 (en 

https://www.youtube.com/watch?v=n2gsrXlEuUo, consultado el 12-VIII-2015). 

https://www.youtube.com/watch?v=n2gsrXlEuUo
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otras instituciones del Estado17. Esto, sin ser ilegal, pone a los fun-

cionarios en situaciones en las que el sesgo retrospectivo puede 

afectar sus decisiones, ya que su rotación por varios cargos los 

puede volver responsables de controlar decisiones realizadas por 

ellos anteriormente, rompiendo la idea de imparcialidad de acción 

del Estado. 

En diciembre de 2012, se eligió al Consejo de la Judicatura 

actual, cuya relación dentro del actual esquema de división de po-

deres es materia del presente texto. Este Consejo se eligió mediante 

terna enviada por el Presidente de la Corte Nacional de Justicia, 

cuyo representante es su presidente natural; por el Fiscal General 

del Estado, por el Defensor Público, por la Función Ejecutiva y por 

la Asamblea Nacional. Estas ternas fueron analizadas por el Con-

sejo de Participación Ciudadana y Control Social, a través de un 

proceso público de escrutinio con veeduría y posibilidad de una im-

pugnación ciudadana (Constitución de la República del Ecuador, 

art. 179).  

No existe ninguna limitante legal o constitucional en el pro-

ceso, sino una probabilidad de que no haya la posibilidad de incluir 

los imprescindibles discursos disidentes en la decisión política, y el 

organismo a elegirse mantenga un discurso mayoritario (Ferrajoli, 

2004, pág. 25). Este hecho es importante, en términos de protección 

del equilibrio del sistema, ya que el Consejo de la Judicatura es el 

único organismo que mantiene control administrativo permanente 

en el sistema judicial al completo. Si se logra acceder a las instan-

cias de decisión de este organismo, los jueces se verían frente a ac-

tores con un discurso mayoritario, que podrían verse limitados en 

la esfera de lo indecible.  

Esto puede ser manifestado en torno a los resultados finales 

del proceso de reforma del sistema judicial, que serán materia de la 

siguiente sección. En ellos se demostrará que la entrada de acción 

                                                 
17 Respecto a esto Human Rights Watrch advirtió de ese hecho en Carta enviada 

al Consejo de la Judicatura el 29-I-2014 (en http://www.hrw.org/node/122633, 

consultado el 14-VIII-2015). 

http://www.hrw.org/node/122633
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de uno de los poderes del Estado en otro, puede generar una serie 

de daños colaterales en la construcción de un sistema político donde 

la capacidad de imperium se encuentre equilibrada. Las distorsio-

nes, como en todo diseño institucional, nacen como producto de la 

real politik. En Ecuador, la red final no aumentan el control de un 

actor del sistema, sino se reducen las capacidades de la red para 

controlar el poder, ya que lo sucedido es un aumento de la presión 

mayoritaria de otros nodos de la red en torno al sector judicial. Se 

ha llevado a una limitación de las capacidades materiales del sector 

judicial para poder tomar decisiones respecto al poder. 

 

V.3. Reforma judicial ecuatoriana y equilibrio de poderes: análi-

sis de la red actual 

La reforma judicial ecuatoriana legitimada mediante la con-

sulta popular de 7 de mayo de 2011 significó un cambio en la ma-

nera de intervenir por parte del Estado en una reforma institucional. 

En momentos anteriores, la práctica era la realización de reformas 

localizadas de acuerdo a agendas que se enmarcaban en la disponi-

bilidad presupuestaria de actores internacionales (Pásara, 2012). En 

la experiencia latinoamericana se puede ver que las mejoras en el 

sistema judicial están sujetas al interés estratégico de la coopera-

ción internacional, como por ejemplo, en el caso de los procedi-

mientos orales en materia penal o en la gestión y tecnificación del 

derecho de propiedad intelectual o la mediación. 

Al contrario, la última reforma judicial ecuatoriana tiene 

otros derroteros. No sólo rechaza la idea de hacer una construcción 

basada en agendas internacionales, sino que propone un modelo en-

dógeno de reforma, construida en torno a los lineamientos estraté-

gicos del Ejecutivo. Esto se debe a dos factores, uno económico y 

otro político. A nivel económico, la existencia de excedentes petro-

leros dio la oportunidad al Gobierno de poder ejercer por primera 

vez una reforma estatal sin la necesidad de recurrir a fondos multi-

laterales. Por otro lado, a nivel político, la tendencia de acción del 

gobierno se basa en acciones radicales, eficientes y eficaces, cuyo 
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signo distintivo es la desconstrucción de la institucionalidad que 

busca ser mejorada. El abandono de la estructura existente es una 

consecuencia de la acción negativa de poderes fácticos; cualquier 

institucionalidad ha sido un medio para perpetuar las desigualdades 

sociales, y el único medio posible para el avance y el ejercicio de 

derechos es una profunda transformación del Estado (Senplades, 

2013, pág. 33)18.  

A pesar de este giro en la posición del gobierno, lo sucedido 

existe un probable costo colateral manifestado en la pérdida de las 

capacidades de control horizontal de la Judicatura, y una reversión 

a favor del Ejecutivo. Esto puede mostrarse en los siguientes ele-

mentos. 
 

a) El sistema judicial ecuatoriano adolece de una alta carga 

procesal y una fuerte lentitud. Una de las posibilidades para 

sortear ese tema era la acción constitucional de protección, 

potenciada por la Constitución del año 2008. Este tema ha 

sido criticado por el Ejecutivo, al punto de exigir a los jue-

ces ecuatorianos no fallar en contra del Estado, a costo de 

procesos judiciales en su contra (Pásara, 2014, pág. 58).  
 

b) En el caso ecuatoriano, aprovechando la inexistencia de una 

oposición política capaz de discutir en la arena pública los 

mecanismos de elección de dignidades, lo que sucede es que 

los actores políticos más relevantes rotan entre diferentes 

dignidades, utilizando sus habilidades de forma que aumen-

ten la eficacia de la dinámica gubernamental, considerando 

su aprendizaje previo, y el capital político que llevan con-

sigo. Dado que no hay necesidad de agotar a los ministros 

en enfrentamientos con rivales políticos, se los coloca de 

forma que sirvan de punta de lanza en acciones estratégicas.  

                                                 
18 En tal razón, la reforma del sistema judicial se volvió una prioridad del régi-

men. Aunque se establece brevemente en el plan nacional de desarrollo de 2009, 

se lo propone como todo un objetivo de desarrollo en el plan de 2013, con un 

cambio: se pasa desde el garantismo jurídico a la eficiencia por motivos de segu-

ridad (Senplades, 2013, págs. 199 y ss). 
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En el caso del Consejo de la Judicatura, sus miembros ele-

gidos son exfuncionarios del presente régimen a nivel direc-

tivo superior. Existe un mecanismo de intervención en las 

instituciones basado en la colocación de actores estratégi-

cos, de probada efectividad y apoyo al régimen, que logran 

generar un mecanismo de coordinación con el Ejecutivo, 

cosa que asegura recursos, alta efectividad en la acción y 

una percepción de aumento en la eficiencia de la reforma. 

En realidad este elemento también tiene un efecto negativo. 

Esto es contrario a la teoría política, que plantea que en un 

gobierno que, como en el caso de AP, tiene una fuerte carga 

ideológica, y sin fuertes fragmentaciones internas, los fun-

cionarios de élite deberían durar mucho más en sus puestos 

(Strom, Browne, Frendreis, y Glieber: 1988). 
 

c) Por otro lado existen dudas respecto a la independencia de 

los jueces mediante el control administrativo. El sistema 

disciplinario hacia los jueces se ejerce a través del Consejo 

de la Judicatura. Según informes de ONGs internacionales, 

el sistema disciplinario se encuentra basado en sancionar la 

falta de fundamentación de la decisión judicial y el error 

inexcusable contenido en ella19. Esto afectaría la indepen-

dencia judicial, si se lo analiza a nivel puramente jurisdic-

cional: ¿este análisis no es una revisión del proceso que de-

bería realizarse en el mismo sistema judicial? En este orden 

de cosas, esta revisión, a pesar de su utilidad para poder con-

trolar inconsistencias en el sistema normativo, debería evi-

tar sacar la discusión del plano puramente judicial, donde 

hay un mayor rango de gestión por parte del administrador.  

 

                                                 
19 En la carta citada de Human Rights Watch, plantea que “de los 244 jueces que 

fueron destituidos por el Consejo de la Judicatura de Transición, en 132 casos se 

invocó el incumplimiento de este artículo; y de los 136 apartados de su cargo 

entre enero y noviembre de 2013, en 88 casos la decisión se fundamentó adu-

ciendo este motivo”. 
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En suma, lo que sucede es un cambio en la red. Una red equi-

librada, con mecanismos de control establecidos de manera com-

pacta, se traslada gradualmente, mediante un mecanismo de elec-

ción aparentemente válido, hacia una pérdida de los mecanismos de 

control de gobierno que estaban aceptados en la constitución. En tal 

razón, la red cambia y se generan nuevas centralidades en torno a 

diferentes actores de poder. Esto genera un desequilibrio de pode-

res, y una reconstrucción de las relaciones en torno al actor político 

con mayor poder fáctico. En el caso ecuatoriano, y de acuerdo a lo 

explicado en párrafos anteriores, lo sucedido es una disminución de 

la capacidad del poder judicial para poder ejercer su posibilidad de 

control. En ese escenario, la red se construiría de la siguiente ma-

nera: 
Gráfico 5 

“Red institucional” equilibrio de poderes post reforma judicial (2007-2014) 

 

Fuente: Elaboración propia a base de información recabada, simulado en 

Gephi, bajo algoritmo Fruchterman-Reingold. Nótese la reducción de controles 

nacidos del poder judicial. 
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Esta red confirma una serie de factores que pueden manifes-

tarse en favor de una posible tesis de centralidad del Ejecutivo. En 

primer lugar, al romper los escenarios judiciales, y de acuerdo a la 

información disponible, existe un vector directo del Ejecutivo a la 

Función Judicial. Esto se suma al control administrativo por parte 

del Consejo de la Judicatura que, de forma absolutamente legal, 

está formada por funcionarios que actúan dentro de una élite de po-

der. Por otro lado, esta red muestra un hecho institucional impor-

tante: existe un interés de aumentar los sistemas regulatorios en la 

sociedad (Conaghan, 2015, pág. 22), y el escenario más propicio en 

el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. En el sis-

tema legal ecuatoriano esta organización es vital, ya que está encar-

gada de la rendición de cuentas (accountability) de los actores ele-

gidos por votación popular, y del nombramiento de los miembros 

del Consejo de la Judicatura y del resto de autoridades de control 

(Contralor, Procurador, etc.).  

A nivel cuantitativo, hay una serie de valoraciones que pue-

den hacerse. En primer lugar el grado medio de la red (el promedio 

de conexiones, ya sea de entrada o de salida) disminuye, lo que sig-

nifica que existe un proceso de centralidad a favor de un actor del 

sistema, lo que en la información cualitativa es el Ejecutivo. En se-

gundo lugar, el grado medio con pesos, dato que muestra el con-

junto de aristas que se dirigen hacia alguno de los nodos de la red 

igual se reduce. 

Un dato interesante es la reducción a un tercio del diámetro 

de la red. Este dato muestra el camino más corto entre nodos de 

acuerdo a todas las complicaciones posibles. Sin el control judicial, 

la capacidad del actor más fuerte de la red (en el caso de sistemas 

presidencialistas, el Ejecutivo) para expandir información en el sis-

tema puede aumentar de forma exponencial. Ya que no existen li-

mitaciones materiales a la gestión del Ejecutivo, el núcleo duro de 

creencias, apoyado por actores distribuidos a través del sistema, 

puede hacerse más efectivo.  
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Respecto a la densidad, se mantiene igualmente unida, lo que 

muestra que la conectividad de la red es aún estable. Esto explicaría 

porque no han existido crisis en el sistema político. Lo sucedido es 

que se han reemplazado los mecanismos de gestión de la rendición 

de cuentas, especialmente horizontal, por otros, basados en la posi-

ción del actor dominante. Al respecto es probable que el sistema 

actual ecuatoriano, que privilegia el accountability vertical (basado 

en los votos y en la legitimidad que acarrean), respecto del horizon-

tal (sostenido por autoridades de control y la revisión judicial), pu-

diera explicar este hecho, aunque requiere mayor investigación. 

Este hecho también debería ser la causa de que el coeficiente de 

clustering no tenga cambios20. Todos estos datos pueden explicarse 

en el siguiente gráfico: 

 
Gráfico 6. Estadísticas de la red institucional de equilibrio de poderes post re-

forma judicial (2007-2014) 

 

Fuente: Elaboración propia a base de información de simulación en Gephi 

 

                                                 
20 Este dato indica qué tanto está de agrupado (o interconectado) un nodo con sus 

vecinos (Wasserman y Faust, 2013). 

3.167 3.167

6.000

0.633 0.653

1.400
2.5 2.500

2.000

0.633 0.606
1.286

0.000

1.000

2.000

3.000

4.000

5.000

6.000

7.000

Grado
medio

Grado
medio con

pesos

Diametro de
la red

Densidad Coeficiente
de clusterig

Longitud
media de
camino

RED CONSTITUCIÓN 2008 RED POST REFORMA



Efren Guerrero Salgado 

 

Ius Humani, v. 4 (2014/15), p. 292 

En resumen, lo que ha sucedido es la generación de una red 

mucho más fluida, con un manejo mucho más eficiente del traslado 

de información y con una centralidad en manos del Ejecutivo y del 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. Esto tiene un 

costo colateral, que es la pérdida de control judicial, y la existencia 

de un poder “débil” en el sistema político ecuatoriano, lo que, en 

términos de derechos puede traducirse en un mayor riesgo politiza-

ción del sistema de justicia y en una mayor judicialización de la 

política.  

 

 

VI. CONCLUSIONES 

1. El presente texto buscaba hacer una revisión de la estruc-

tura de pesos y contrapesos de la República del Ecuador a través de 

una metodología de análisis de red social. Se proponía que los sis-

temas institucionales también son construidos por parte de opera-

dores humanos, y por lo tanto, responden a sistemas biológicos. Las 

redes sociales han sido analizadas desde el siglo XIX como un me-

dio para mostrar cómo se relacionan diferentes actores y como esto 

repercute en la formación y creación del poder político. Esta herra-

mienta fue utilizada en el caso ecuatoriano para mostrar si la re-

forma realizada en el sistema judicial ecuatoriano podía haber afec-

tado el equilibrio de poder. Este texto sostiene que más que hablar 

de división de poderes, que es una variable ya establecida en la 

vasta mayoría de legislaciones, es necesario hablar de equilibrio de 

poderes: el diseño institucional y más importante, la práctica diaria 

de las instituciones, debería tener mecanismos para poder obtener 

balances que pudieran hacer que cada institución pudiera controlar 

los posibles excesos de la otra. 

2. Los jueces son un actor gravitante del control del poder, 

especialmente en sistemas presidencialistas. La judicatura es el 

único actor que puede establecer los límites de lo que puede y no 

puede hacer el Estado, a través de hacer que los derechos sean res-

petados (Ávila, 2011, pág. 300). Esto es una consecuencia directa 
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del pacto de igualdad jurídica. El Ejecutivo y el resto de poderes 

del Estado pueden ejercer su poder de imperium en cualquier cir-

cunstancia, pero frente al poder judicial todos somos iguales, al me-

nos en teoría. Ese hecho hace que la judicatura sea vista con sospe-

cha por cualquier actor político, y que su control o acceso sea un 

objetivo de intervención. 

3. En el caso ecuatoriano, un sistema colapsado como el de la 

Función Judicial ecuatoriana fue reformado en una intervención po-

lítica exitosa, que logro introducir personal de élite participe de un 

núcleo duro de creencias dentro del organismo de administración 

de justicia. Al hacerlo, se logra mayor coordinación de poderes para 

realizar la reforma, y se logran los objetivos esperados, que reper-

cuten en mayor legitimidad a nivel social. 

4. Es imposible negar que era necesaria una reforma judicial 

a gran escala, que logre implantar estándares de calidad que asegu-

ren un buen servicio. Lo que sucede, es la alta posibilidad de un 

efecto colateral nocivo a nivel democrático. La coordinación de po-

deres, y la gestión política hizó que sucedan tres fenómenos a) des-

alientos desde el Ejecutivo para el uso de herramientas constitucio-

nales; b) a decir de informes internacionales, un aumento del con-

trol disciplinario a jueces; y c) una negativa ideológica y política a 

aceptar una separación tradicional de poderes. 

5. Al comparar la red construida inicialmente y una realizada 

despupes de los amplios procesos de reforma, se muestra que em-

píricamente el Ejecutivo puede tener mayor centralidad del poder, 

un intercambio de información más fluido, y se puede actuar más 

eficientemente. En desmedro de estas ventajas, existe la posibilidad 

de que haya una mayor centralidad de poder a favor Ejecutivo, y 

una pérdida los controles horizontales. En el caso ecuatoriano, cu-

riosamente, esto no repercute en la legitimidad electoral del Presi-

dente que se mantiene en niveles inéditos de popularidad y de in-

tención de voto para un gobernante que se mantiene por 8 años en 

poder. Eso sí, la delegación ilimitada por parte de la ciudadanía, la 
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falta de controles horizontales y la centralidad de toma de decisio-

nes en un solo actor, puede interpretarse de forma negativa, en la 

forma de una democracia delegativa, un escenario de erosión del 

sistema democrático en que la toma no limitada de decisiones 

afecta de forma evidente la actividad gubernamental. 

6. Finalmente, resta analizar si el Ejecutivo ha roto los equi-

librios y ha empezado a acumular poder mediante la discusión de 

“lo indecidible” tal como lo manifiesta Ferrajoli. La evidencia em-

pírica hace pensar que sí. Sin controles judiciales, el Ejecutivo no 

tiene más intérprete de su propia acción y de los límites de esta que 

la decisión del actor central. Desde allí cualquier límite de “lo in-

decidible” puede ser superado. En ese escenario es posible que para 

el gobierno ecuatoriano, dado que no tenga capacidad de contar con 

controles. En tal razón es recomendable hacer que las reformas pos-

teriores blinden a los jueces y les provea una mayor independencia 

interna y externa, que beneficiaría tanto al Gobierno como a la ciu-

dadanía. Esto aseguraría, en resumen, contar con decisores efecti-

vos, libres y obedientes a la Constitución.  
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